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rar su compatibilidad, pues junto al derecho a defender ante j ......
y tribunales los derechos e intereses propios está tamb.6n el
derecho de 9uien lCUCIe a ellos a obtener una tutela judicial efectiva
y sin dilaáones indebidas, no es la única _te en nuestra
JurisPrudencia. pue,s, aunque menos consistente en este punto que
en ef anterior, laIJlbi6n bay en ella una diatinta consideración del
deber de emplazamiento en fimci6n de la mayor O menor dificultad
que el 6r¡ano judicial encuentra para la identificaci6n (y eventual­
mente \oct1izaci4n) de los titulares de derecbos e intereses,~:=Ji:'se dice en la sentencia 65/1985 (aunque con referenCUI al

. iento esoeciaI de la Ley 62/1978), no PUede impon6rse1es
a los tribunales "la obIipción de llevar a cabo Jar¡as y arduas
pesquisiciones~ a su función. En el caso de que los tituJares
de clem:bos e intereses no a_ identificados e incluso
localizados en el escrito de interposición del recurso, o en la
demanda, o prima filcie en el expediente administrativo, dificil­
mente podrán los tribunales emplazarlol personalmente si no es
recurriendo a la actuación de la Administraci6n para que 6sta lo
baga in auxilio curiae, solución -. sin embarso, que actualmente
no está prevista en nuestra !"IÍslaci6n. y que no resulta exi¡ida sin
más por una interpretaci6n ponderada del artículo 24.1 de la
Constitución.

A la luz de esta doctrina es como ba de juzprse el a1esato de
los recurrentes sobre la supuesta vulneraci6n de su derecbo a no ser
co\octdos en situación de indefensión.

Quinto.-El procecIimiento jurisdiccional en cuyo curso los
recurrentes~ de haberlo conocido, compa.recer como
coadyuvantes no tuvo por objeto el eumen de la validez juridic:a
de un acuerdo que afectase a sus clem:hos subjetivos, pues lo que
se suscitó en aquel recurso contencioso fue si un acto administattvo
de carácter aeneraJ -tIdoptadn en un prooedimiento 5610 a cuyn
l6rmino babrian de Illjudic:arse determinadas licencias- result6 o
no conforme a Derecho. No cabe asl, como en primera considera­
ción, reprochar a la Sala entonoes juzpclora desentendimiento o
i¡noraneia -lesiva para el derecbo a la defensa procesal que ahora
se invoc:a- de los efectos que babria de tener sobre ·situaciones
juridicas ya existentes;¡ ciertas la resoluci6n de la controversia ante
ella planteada ni, por !p miamo, es constitucionalmente reprobable
que el tribunal a quo nó procecIiera a realzar unos empJazamientos
personales que, en la fiIae inicial del proceso, no hubieran podidn.
en ri¡or, realizarse, por.la indeterminación oe quienes finalmente,
con apoyo en la resolución impusnada pero no por obra directa de
ella misma, pudieran raultar Illjudicatarins de las licencias en
cuestión.

Es cierto que la suerte que hubiera de correr el acuerdo de 8 de
febrero de 1980, asi impugnado, no babria de dejar de incidir sobre
la de los actos ulteriores en el prooedintiento administrativo y,
especlfic:amente, sobre la adjudic:ación sin¡ular de licencias
mediante el Deaeto del dla 12 de mayo, pero tampoco lo es que
la concreci6n de dichos efectos -esto es, la determinaci6n de
quienes pudieran suftirlos- no pudo ser patente para la Sala
juzaadora en el momento de la interp0Sici6n del recurso. No lo fue
tampoco según se desDrende de las actuaciones, en la demanda
posterior ni incluso -al menos de mndo elaro y terminante- a la
vista del expediente administrativo en su dis remitido oor la

30371 Sala Primera. - Recurso de amparo número
1.149/1985. Sentencia nÚmero 134/1986. de 29 de
octubre.

La Sala Primera cid Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio Uorente, don Luis Dlez-Pi;c:azo y P,!n~ de León..don
Antonio Truynl Sena, don Euaení0 J?iaz Eimil y don t1'SUel
Rodrf&uez-Piñeíro y Bravo Ferrer, Mqistrados, ba pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.14911985, promovido por don
Pedro Pallá Valle, re¡nsentado por la Procuradora~ I~ Tribuna­
les doña Maria Luz AIbac:ar Medina, contra sentenda dietada por
el Juzaado de Instruoción nÚJIL 2 de Alcalá de Henares, recalda en
recurso de apelaci6n 110/1985, corre.~ente a juicio verbal de
filltas núm. 537/1985 del Juzpdo de . 'to núm. 2 de la misma

ci~el recurso ba comparecido el Ministerio Fiscal y ba sido
Ponente el JI1ll8ÍIIl1IdO don Mi¡ue\ R<>CIrfsuez-Piñero. y Bravo-
Ferrer, quien expresa el parecer de la Sala. .

Administración demandada pues aunque esta remisión se prodl\Ío
cuando ya se babia dieta<Ío el Deaeto del dla 12 de mayo,
mediante el cual las lioencias se Il\judic:aron, no consta en la
documentación unida a las actuaciones de las que bemos conocido
en este ...- constltucionaI reIaáón aJauna en la que, con
c:arácter definitivo, se atribuyese a los demandan.... las licencias
cuyo modo de creación le debati6 en el JIfO""'limiento que
antecede.

No PUede cIecirae. en estoa t6nninos, que el derecbo de los
demandantes a la defensa procaaI de sus propios intereses fuese
desconocido por la Sala de la Contencioso-Administrativo de la
Audiencis Ptovincial de Santa Cruz de Tenerife. La interdieción de
la indefensi6n que proclama el arUculo 24.1 de la norma l\mda­
mental impone a los juqadores, ea 10 que aqul importa, un deber
positivo en orden a fiicilitar el acoeso al proceso a quienes,
contando con las condiciO'lel "'P.lmente requeridas, pUdiesen
Q,uedar afectados por la resolución de aquB en sus 5'{fE'
SItuaciOnes jurldicas. El deber que aal pesa sobre los os
judiciales es, de este mndo, el de dar la debida re\evancia jw dieo­
proeesaIa los datos obrantes ante eIlos, no el de adquirir los datos
mismos o el de inda&ar por su existencia cuando, como en el
_tecaso ocurre, efacto impuanado no _ de modo inmedisto,
declarativo de derecbos IU~Vos en filvor de personas determina­
das o determinables a part1t de 10 expuesto o de 10 documentado
ante el TribunaL Una tal exiaencia podria ser impuesta por el
1eBisJador ya sobre los miamos 6r¡anos judiciales ya, en otro caso,
como tarea a cump\jr, se¡6n bemos indic:aclo más arriba, por la
Administración P!1b1ic:a demandada Ni dicba bipot6tic:a previsi6n
teaislativa existe hoy en nuestro ordenamiento ni PUede decirse que
pese sobre los juzpdores, en virtud de 10 dispuesto en el artículo
24.1 de la Constitución, el deber de identíñc:ar para llamarlos
perso~te al proceso, a todos cuantos, no afectados ea sus
derecbos su~';,c;:,r el acto impuanado ni "pados con
oerteza en la o en el especIieilte, pudieran tener inter6s en
la conservación de la resoIuci6n o disposición recurrida. En el caso
actual, en definitiva, la Sala juz¡adora no incumpli6 un deber cuya
premisa &ctica -el conocimiento de la identidad de los afecta­
dos- no podernos dar ahora por cierta. Tampoco vulneró, por lo
mismo, el derecbo de los demandantes de amapro a la "",en.. de
sus propios intereses, .

FA.LLO

En atenci6n a Indo 10 expuestn. el Tn"bunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD OUE lB CONFIERE LA CONSTITU-
CION DE LA NACION ESPANOLA. .

Ha decidido'

Denegar el presente recurso de amparo.

PubUquese esta Sentencia en el «IIoletin Oficial del Estad"".
Dada en Madrid a 29 de octubre de 1986.-Francisco Tomás y

Valiente.-Francisco Rubio Uorente.-Luis Dfez-Picazo y Ponce de
León.-Antonio Truyol Serra.-Euaenío Diaz Emit.-Miguel Rodri­
,uez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Fmnados y rubricados.

L ANTECEDENTES

Prímero.-Oon Pedro Pallá Valle, re¡nsentado por Procuradora
y asistido de Letrado, interpoue recurso de amparo mediante
escrito que tuvo su entrada el 12 de diciembre de 1985, contra
Sentencia de 1 de octubre de 1985 del Juzaado de Instrucci6n
número 2 de Alcalá. de llenare!, rec:aIda en recurso de apelaci6n
número 110/1985, correspondiente. a juicio de filltas nÚJIL
537~~!d~1 Juzaado de Distrito núm. 2 de la misma ciudad.

.-Los 1Ieebos en que se l\mda la demanda son. en
eseDCUI, los siauien-

a) El 15 de febrero de 1985 le prod'li<> un accidente de
circulaci6n al colisionar elautom6vü del soliCItante de amparo con
el de don Manuel L6pez P6rez.

b) En el=verbal, tramitado ante el Juzgado de Distrito
número 2 de de Henares, el Ministerio Fiscal estim6 que los
hechos eran constitutivos de una fillta por imprudencia de las del
an. 600 del C6di¡o Penal, y que el autor de la misma era don
Manuel L6pez Pérez, para el que llidi6 2.000 pesetas de multa,
abono de costas e indemnizaci6n a don Pedro Pallá Valle en 83.506

~ Manuel L6Í>ez Pérez, por boca de su Letrado, pidi6 su
absoluci6n y la condena de don PecI"ro Pallá Valle, por una fillta del
artículo 600 del C6di¡o Penal con multa de I.SOO pesetas, abono
de costas e indemnización en ¡vorde aqu61 de 91.331 pesetas. Don
Pedro Pallá Valle compareci6 sin asistencia de Letrado.
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el El luzgado de Distrito, por Sentencia de 12 de julio de I
1985, !""'denÓ al solicitante de amparo, considenlndole autor de
una JaIta del arl. 600 del Código Penal, a l.SOO pesetas de multa,
un ella de arresto sustitutorio, 'bono de costas e indemnizaci6n a
don Manuel López Pénlz -quien fue absuelto- en la cantidad de
91.331 pesetas.

dI El solicitante de amparo interpuao m:uno de apelación, y
en el acto cJ¡, la vista solici16 que, con estimación del mismo, se
"'vocase la Sentencia y se dictase otta, absolutoria pera el mismo
Y condenatoria pera don Manuel U- Pérez, en loa t6rminoa
mtenlsados en la instancia inferior. I!l Abopdo de don Manuel
López Pénlz soHci161a confimw:ión de la Sentencia impupsda El
Ministerio Fiscal, según nlSu1ta de loa Autoa y en contra de lo
manifestado en la demanda por el nlCWTCJJte en amparo, pidió la
nlVocación de la Sentencia y la condena del seIIor PaIl4 por la falta
definida en el arto ~83.3 del Código Penal

e) E11uzPdo de InstnlCción núm. 2 de Akal4 de Henares, por
Sentencia de 1 de octubre de 198~, de la que se acompaña COJIia,
notificada el 26 de noviembre, desestimó el m:uno de apelación;
pero, considerando incompleta la declaración de hechoa probados
y errónea la calificación de loa mistDos, «ya que la fa1ta cometida
no es la PnlVÍSta Y penada en el arl. 600, sino la definida en el
articulo 586.3 del Código Penabo, nlVOCÓ Y modificó la Sentencia
impupada en el sentido de condenar a Pedro Pa1IA VaDe a I.SOO
pesetas de multa, arresto sustitutorio de UD dia, ",pm1SÍón privada,
privación del permiso de conducir durante un mes, _ de costas
e indemnización a don Manuel López ~rez en 91.331 pesetas.

Tercern.-En la demanda de amparo se dice no constituir 4Ie1
argumento del pnlSCnte m:uno de ampaJ'Dlt la vulneración de la
tutela judicial efectiva que constituiria la indefensión de que habria
sido ohjeto el demandante en el acto del juicio verha1 ante ellucz
de Distrito, al haber sido privado de la oportunidad de defendene,
pues no se habri8 hecho en su' momento expresa invocación del
denlcho constitucional vulnerado, sino que, citándose Iaa Senten­
cias de este Tribunal Constitucional S4/198~, de 18 de abril, Y
84/198~, de 8 de julin, se aIep violación por la Sentencia del
luzpdo de Instrucción nÚlD. 2 de Akal4 de HenanlS del principio
acusatorio y de la prohibición de la «reformatio in ¡>e1-, con
desconocimiento, por tanto, de «101 denlchoo constitucionales
establecidos en el arl. 24 de la Constitución, en nlIación a tutela
judicial efectiva, denlcho de defensa, conocimiento P"'VÍo de la
acusación y proceso con todas Iaa garantías prnoesal..,..

Se soliCIta que se declanlla nulidad de la Sentencia impuanada,
pera que se diete otra nueva en la que se nlSPCleD loa denlchos
constitucionales vulnerados.

Cuarto.-La Seeción, en su ",unión de ~ de febrero de 198~,

acordó admitir a l11imite el m:uno y diriair comunicación al
luzgado de Instrucción nÚlD. 2 de Akal4 de fienam y alluzpdo
de Distrito núm. 2 de Akal4 de HenanlS pera la ",misión de Iaa
actuaciones o copia advenda de Iaa mismas, Y pera el em¡>la2a­
miento de quienes hubieren sido ~ en el ~imJento.
Recibidaa Iaa actuaciones por providencia de I de abril, se
concedió un plazo comÚD de veinte dIaa a la parte nlCWTCJJte Y al
Ministerio Fiscal pera la formulación de alepciones, nO habiéJt..
dose personado Iaa demú partes en el proceso on,en de este
recurso.

En su escrito de alepciones, la repraentación de la parte
nlCWTCJJte critica, en primer lu¡ar, Iaa afirmaciones contenidaa en
el oficio de ",misión de Iaa actuaciones, en el que el Ma¡istrado­
luez titular del luzpdo de Instrucción expone razones sobre la
nlVocación de la Sentencia de instancia, en ll8rticuIar nlSPCClo a
que el Ministerio FISCal pidiera en el acto de la vista la nlVocación
de la Sentencia recurrida, dadiendo que a'!"'lue eDo fuera uI, la
Sentencia nlIOlutoria del recurso de apelación su~ una
vulneración del principio acusatorio formal que .... en todo
procedimiento penaL Y ello por DO caber la adhesión activa a un
nlCUrSO penal que nO tenp otro objeto que el de apoyar al m:uno
que alguna otra parte haya interpuesto, mientraa que en el _te
caso el Ministerio FJSCa1 no interpuso m:uno alJuno. E11uez de
Instrueción, al desestimar el recurso de apelación mterpuesto por el
hoy actor, de oficio modifi<:a la Sentencia apreciando, por propia
iniciativa, que en el hecho de Autoa se produjo un ....ultado
consistente en lesiones y aplicando el arl. ~86.3 del CódiIo Penal
El Tribunal Constitucional, en sus Sentencias de 18 de abril Y8 de
julio de 198~, ha reafirmado la probibición constitucional de
",forma peyorativa, y en la de 4 de OClub", de 198~, la plena
yiJe,ncia constitucional del principio acusatorio en el ÚIlbito del
iwcio de faltas, habiendo actuado de forma inquisitiva el 1_ de
Instrucción, pues si tra16 de aplicar cotnlClamente la normativa
penal sustantiva, lo hizo vulnerando loa superio.... principios
constitucionales, por lo que la Sentencia debería ser anulada.

En su escrito de a1epci0nea, el Ministerio FISCal sostiene que el
p.....nte ....urso es de contenido muy similar al fa1Iado por la
Sentencia 84/198~, que, si¡uiendo la línea marcada por la Senten­
cia ~4/198~. sostuvo. como exigencia constitucional, la aplicación

al juicio de faltas del principio acusatorio y no del inquisitivo, y la
prohibición de la rd'orma peyorativa en la apelación en los
prooesos por faltas, intervenctón que se inftin¡e C11&Ddo la condi­
ción del nlCWTCJJte empeora como consecuencia de su propia
impu¡nación, ocasionando una indefensión en el apelante, que se
ve condenado por un "1'1_ que en DÍJlIÚD momento conoció para
poder contraataearlo. Esta leoria debe ser aplicada con más
rotundidad cuando, como eD esta ocasión, se imponeD peDas
nuevas. La modificación .... omci... de la condena, agravando la
situación del apelante, ha lesionado el derecho fundamental que
nleoDOCC el arl. 24 de la Constitución, y, en consecuencia, procede
la estimación del am~ interesado.

Quinlo.-Por providencia de 16 de julio de 1986, la Sala señaló
pera deliberación Y votación del _te m:uno el dia 29 de
octubre próximo y desipó Ponente al Ma¡istrado don Miguel
Rodri¡uez-Pí6ero y Bravo-Fener.

IL FUNDAMENTOS lURIDlCOS

Prímero.-La cuestión planteada por el demandante de amparo
es la de si la condena por elluzpdo de lnstJ;ucción, al conocer la
apelación de un juicio de faltas, a Iaa penas de "'P"'ftSión privada
y de privación del permiso de conducir Pnlvistas en el arl. ~66.3del
Códiao Penal, ademú de la pena de multa impuesta en la primera
instancia por el luzpdo de Distrito sobre la base del arl. 600 del
~ Penal-por entender elluzgado de instrueción que, al haber
existido lesionea, era errónea la cilificación de Iaa fa1tas verificada
porell~de Distrito- no ha respetado el principio acusatorio
y la prohibición de _formatio in pei_ y ha ocasionado, en
concreto, indefensión al nlCWTCJJte, vulnerando. por eno, loa
derechoa /imdamentales establecidos en loa apartados I y 2 del
artlcu10 24 de la Constitución Española.

El demandante de amparo y el Ministerio Fiscal han querido
ver en este caso un supuesto de hecho sustancialmente idéntico al
'lue se """¡vió por Iaa Sentencias S4/198~, de 18 de abril (Sala
Primera), y 84/19S~, de 8 de julin (Sala Sesunda) de este tribunal.
En I<JUCÜ!IS Sentencias se sostiene que el denlcho a la tutela judicial
efectiva determina la elÜlOllcia de separar, por ..... Fnera! y salvo
ciscunstancias muy excepcionales, la fitnción de J1Izpt Y la de
acusar, pera alcanzar la mejor independencia y equilibrio del 1uez,
sin que~ pueda anular o sustituir Iaa fitnciones atribuidas al
FISCal o a Iaa partes ofendidas o interesadas en ejercer la acusación,
y que el arl. 24.2 de la Constitución exise que la acusación sea
p"'viamente formulada Yconocida con la evidente finalidad de que
se pueda ejercer el denlcho de defensa, lo que dillcilmente podría
10fJ'!lf sin un P"'VÍo l11imite de exposición de la acusación en el
jwcioo Ello ....ultar1a imposible si la acusacion se realizase, confun­
diendo acusación y condena, en la Sentencia, poes en tal caso la
indefensión J'CSultaria absoluta. También se sostuvo que todo eUo
era aplicable, aun con superior razón, en la fase de apelación, en la
que se ejerctta la _tación conc..... delimitadora del recurso,
con la P"'cisión de loa temas o puntos que plantea, que marcan y
predeterminan el alcance de la decisión del1uez supenor, que se ha
de desenvolver dentro de su contenido material, fuera del cual, no
se puede .....var la situación del apelante. Por todo lo cual, el
ÓtpllO de apelación, de oficio, no puede en DÍJlIÚD caso agravar o
empeorar la condición de loa denlchos del nlCWTCJJte, apoyándose
en una pmensión impupatoria de sipo contrario y beneficioso,
que se transformaria en peyorativa, y nlIOlveria ...xtra petitu'"" si
impusiera superiores sanciones o mayor númern de penas. Ello sólo
podría aceptarse si concurrieran otraa~ apelantes que en sus
peticiones permitieran adoptar una decisión de superior contenido
contra el condenado apelante, pues aunque la apelación se consi­
dere como """"'" iudkium, la ",visión que supone debe encua­
drarse dentro de Iaa preleDStones ejercidas en ambu instancias.

Esta doctrina fue elaborada, sin emharKo, en supuestoa de hecho
que presentan esenciales diferencias con el presente supuesto. En la
Sentencia 84/198~, el SI\ieto pasivo del delito y el Ministerio Fiscal
se aquietaron con la Sentencia de instancia, y en la Sentencia
S4/198~, el nlCUrSO de apelación lo entabló el condeDado, y 101
acusado.... solicitaroll en la vista la confirmación de la Sentencia;
mientraa 'Iue aquI el Ministerio FISCal no instó la confirmación de
la Sentencia, sino su ",vocación en el sentido i¡ual al acogido por
el luez. En la Sentencia 84/198~, la Sentencia de apelación
aceptaba loa hechoa declaradoa probados en la primera instancia,
en 101 que no se Itacla ",feRncia a la existencia de lesiones;
mientraa que aqul se indica que nO hay aceptación de los hechos,
sino comeclón de eDoa, complementándolos en el justo sentido de
declarar Iaa lesiones que sufrieron loa dos implicados en la colisión
wtomovi&~que~oriFnalproceso.

En el caso de la Sentencia ~/198~, tras la aceptación de los
hechos, en un considerando de la Sentencia de apelación se
preciaba la esistencia de lesiones y se advertia la incomcta
calificación hecha por e11uez a quo. Esto nO OCutnl en el _te
caso, en el que el aeta del juicio de faltas, como su tramitación
anterior. "'velan que Iaa Imones sufridas fueron obieto de aleaa-

..
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ción, concretamente en el sentido de que, dando por conocida y~r
supuesta su existencia. no se p.edia nada por las lesiones, expreSIón
que el Ma¡istrado de apelaClón entendía sólo como renuncia del
perjudicado a ser indemnizado por las lesiones, razonando que ello
no lDlpide la calificación juridica de la falta como la definida en el
articulo 586.3 del Códiso Penal, pues tal renuncia tiene repercusión
circunscrita 01 mero Ú11bito de la acción civil 8C11Dlulada a la penal,
pero no a b1a. Si esta línea argumental no es diferente a la que el
Ministerio F1SC8I habla propuesto oeguir en sus alepciones, puede
decirse que el acusador público en la seaunda instancia, y asI se
estimó por el juzpdor, no viene a ejercitar la acción penal por una
falta de lesiones que en la ins1ancia no se habria ejercitado, sino
que corrisió la postura de instancia en la que no es que se ejercitara
la acción penoI por lesiones, sino que la misma se estimó afectada
por la renuncia, entendida como causa extintiva, mientras que en
la se¡unda instancia se consideró como causa únicamente impedi­
tiva del resarcimiento de daños corporolea y no extintiva de la
responsabilidad penoI y de la acción para exisirJa.

Por tanto, si en el caso de la Sentencia 54/1985 se estimaba, sin
apoyo en los hecbos probados, la preaencia de una falta del articulo
586.3 del Códiso PeilaI, esto no ocurre en el presente supuesto, en
el que la Sentencia de ins1ancia no silenció la existencia de lesiones,
declarando que las lesiones existieron yque las partes no formula­
ron reclamación por ellas. La SentenC18 de apelación da respuesta
expresa en el sentido pedido p'>r el Ministerio Fiscal en la
apelación, aun en contra del senl1do mantenido por el Juez quo 01
respecto. En 000, ademú, el Juez «lid queJllJO respeta la consruencia
al no perder de vista la im~bilidadde modificar las indemniza­
ciones concedidas por exlSlir renuncia cuyos efectos l~es se
elliuician, dando respuesta a la cuestión suscitada en el pleIto. Por
otro lado, en las Sentencias 54/1985 y 8411985 se trató de casos en
los que la alzada elevó la cuantia de la pena de la multa impuesta,
lo que aquí no ocurre, y se fijó nueva indemnización, lo que
tampoco suoede en el presente caso.

sesundo.-Con las diferencias apuntadas se comprueba que la
similitud respecto a los casos de las Sentencias 54/1985 y 84/1985
era sólo en el sentido de haber pedido y declarado, respectiva­
mente, la calificación'de las faltas como la del art, 586.3 del Códi80
Penal, variando resp<!cto a lo sostenido en la ins1ancia y de baber
pedido y acordado, respectivamente, la a¡repción de nuevas
sanciones (reprensión privada y privación del permiso de conducir
en su duración _).

La relevancia de estas variaciones debe valorarse también a la
vista de lo declarado por este Tribunal en otras resoluciones. El
Auto 384/1984, de 23 de mayo, ha precisado que se infringe la
interdicción de la «reformatio in peius» cuando la condición del
recurrente empeora como consecuencia de su misma impugnación,
pero no cuando se produce a consecuencia de otras apelaciones
formuladas de forma concurrente e incluso incidental, La Sentencia
54/1985, en su fundamento juridico séptimo, señala que podria
aceptarse la resolución imponiendo superiores sanciones o mayor
número de penas o ampliando el contenido de las indemnizaciones
si concurrieran otras partes apelantes o sus peticiones permitieran
efectuar una decisión de superior contenido contra el condenado
aP':lante, Tampoco puede olvidarse, siendo de interés para precisar
51 hay empeoramiento de la condición del recurrente, que en su
Auto de 21 de mayo de 1986 el Tribunol ba sostenido que como
efecto del art, 586,3 del Códiso Penal existe la multa que califica
de pena principal, sin que sea necesario indicar de forma expresa
«1a pena colliunta (reprensión privada) o los efectos accesorios de
aqu~ (privación del permiso de conducción». Se trata de «conse­
cuencias leples con un carácter accesorio necesario» cuya aplica­
ción depeniIe de que se decida imponer la aanción principal.

Por otro lado, la efectividad del principio acusatorio eXISO, para
excluir la indefensión, como bentos dicho en la Sentencia de 23 de
noviembre de 1983, en primer lugar, que el hecbo objeto de la
acusación y el que es la hase de la condena permanezcan inaltera­
bles, esto es, que exista identidad del hecbo punible, de forma que
el hecbo debatido en juicio, seüalado por la acusación y declarado
probado, constituya supuesto fáctico de la calificación de la
Sentencia. La otra condición consiste en la bomoseneidad de los
delitos objeto de condena y ob)eto de la acusación,

En consecuencia, no bay mdefensión si el condenado tuvo
ocasión de defenderse de todos y cada uno de los elementos de
hecbo que componen el tipo de delito set\alado en la Sentencia,
siendo 100cu0 el cambio de calificación si existe bomngeneidad,
entendida como identidad del bien o interés protegido en cuanto
haya una porción del acaecer concreto o histórico común en la
calificación de la acusación y en la de la Sentencia, Desde esta
óptica, es indudable que se da bomo¡¡eneidad por existir porciones
comunes en lo acaecido en la calificación que se sustentó en el
articulo 600 del Códiso Penal y en la de la Sentencia sustentada en
el art. 586.3 del Códiso Penal. Se soIvasuardó el derecbo de
defensa, como ya sostuvo el Auto de 21 de mayo de 1986, en

cuanto el acusado pUdo conocer la disposición leso! cuya aplicación
reclama la acusación y la especie de pena que COntra él se solicita
por ésta, siendo sufiClente el mero debate, con acto de informe y
oIesaciones, 1~.3; el ~~c;,acusatorio exija la vinculación
estricta delj a las ' 'onesjuridicas y al «petitUJllJO de
las partes, SUtO sólo que el becbo objeto del juicio del fallo sea aquel
sobre el que se baya~do la; acusacioln, puesto que el objeto del
proceso no es un ccnmen», smo un «factUlll». De otro modo.
bastaria modificar) desde el l""'lO de vista juridico, la calificación,
para excluir la lil18 pendenaa o la cosa juzsada. Puede,.P!!': 000,
concluirse que, a efeCtoa constitucionales, las prant1as exJIibles lo
serán respecto a los elementos determinadores del objeto de la
actividad judicial en la que se ventila, asi, una acción identificada,
subjetivamente, por la penona del acusado Y. objetivamente, por
el becbo sobre el que recae la acusación. .

El derecbo a la información de la acusación, para permitir la
defensa adecuada, debe referirse fundamentalmente al objeto del
proceso, que no se identifica tanto con una calificación 1uridica
como con un becho individuaJizaclo como delito. La identidad del
becbo y del inculpado determina el alcance de la cosa juzpda e
incluso de tal identidad depende exclusivamente la consruencia del
fallo con la acusación. La información debida de la acusación
requiere que se precisen, 01 menos, los bechos imputados, posibili.
tando la acusación asI comunicada la defensa con invocación de la
existencia o no de los hecbos imputados y la proposición de
pruebas al respecto.

El derecho a conocer la acusación y su correlativo de posibilidad
de defensa contra eDa bao de exigirse, por lo demás, durante el
proceso en relación con el objeto de éste, cesando su virtualidad
aquél al concluir la fase protiatoria, tras la cual se procede a la
formulación de las pretensiones acusatorias definitivas, que es
cuando cabe dar relevancia a la calificación juridica, no ya como
objeto de un proceso, sino como objeto del el\iuiciamiento o la
decisión.

En el presente caso no se constata defecto al¡uno en la
observancia del derecbo de defensa ni en la instancia ni en la
apelación, limitada ~ 01 no proponerse práctica de pruebas,
a1epciones con explicitación de pretensiones y razones que las
partes pudieran hacer con plenitud de facultades. El derecbo de
defensa se ha observado, pues, y no está en jueao aquL El juzpdor
de aP.!'lación no ha resuelto «ultra petita», SUt plantear la tesis o sin
oir ilustración de las partes al respecto, pues justamente fue el
Ministerio F1SC8I el que oIesó lo que se declaró, y en todo caso se
cumplió materialmente la prantia de defensa, 01 existir la posibili­
dad de hacer oIepciones por los otros asistentes a la VIsta que
intervinicron tras el Ministerio Fiscal. .

De todo lo anterior se deduce que la perspectiva constitucional
del supuesto enjuiciado ha de ser distinta a la dada en las
Sentencias 54 y 84/1985, a propósito del recurso de apelación y la
reforma peyorativa en ellas. Así, en aquéllas se decia que el
resultado condenatorio, más srave que el derivado de la Sentencia
de instancia imJ?U8lUl:'!a por el peyorativamente tratado, está
prohibido por la mterdicción de la indefensión del art, 24 si en la
sesunda instancia la condena empooró, sin que el recurrente
condenado pudiera conocer los motivos de impusnación de la
Sentencia recurrida y defenderse sobre ellos; en el presente caso este
conocimiento y defensa si fue posible por el discurrir de la vista de
la apelación. Se decia tambim en las Sentencias 54 y 84/1985 que
habria de tenerse en cuenta el réllimen de prant1as procesales de
los recursos, por entenderse que forma parte de él una limitación
de los poderes de decisiones del Juez, y tambim -añadimos aquí­
una limitación de las pretensiones ejercitables. La posible y
suficiente defensa con oIepciones del condenado apelante frente a
la postura del Ministerio Fiscal en la vista de la apelación excluye
la relevancia constitucional de la «reformatio in pelUS» denunciada.
La diversa calificación juridica de los becbos por el Juez de
apelación resulta asI irreprocbabIe desde la perspectiva de la
indefensión.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional

POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU:
CION DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Denepr el amparo solicitado por don Pedro Pallá Valle.
Publíquese esta Sentencia en el «Ilo1etin Oficial del Estado».

Madrid, 29 de octubre de 1986,-Francisco Tomás y
Valiente.-Francisco Rubio Uorente.-Luis Diez-Picazo y Ponce de
León.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Diaz EimiL-MiSUe1 Rodri­
8uez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Firmados y rubricados.


